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Proceso

Ordinario Laboral – Revoca decisión del a quo y niega las pretensiones
Radicación Nro.
66001-31-05-002-2015-00264-01

Demandante:

Elver Naranjo Martínez   
Demandado:

Colpensiones 
Magistrado Ponente:    Julio César Salazar Muñoz

Juzgado de origen:
Juzgado Segundo Laboral del Circuito

Tema:


FECHA DE ESTRUCTURACIÓN DE LA PERDIDA DE LA CAPACIDAD LABORAL CUANDO SE TRATA DE ENFERMEDADES PROGRESIVAS. Ha manifestado la Corte Constitucional por medio de la sentencia T-043 de 31 de enero de 2014 con ponencia del Magistrado Luis Ernesto Vargas Silva, que generalmente cuando se produce una pérdida de la capacidad laboral originada en un accidente o enfermedad de origen común o laboral, la fecha de estructuración coincide con la fecha de ocurrencia del hecho establecido en el dictamen de calificación médica; no obstante, advierte que existen casos en los que la fecha de la pérdida de la capacidad laboral es diferente a la fecha de estructuración en el dictamen de PCL; situación ésta que se presenta más precisamente en los eventos de personas que van perdiendo la capacidad laboral de manera progresiva y paulatina, es decir, en aquellos eventos en que se sufren de enfermedades crónicas degenerativas y congénitas. En estos casos, evidenció la Alta Magistratura, que las calificaciones de invalidez efectuadas por las juntas u organismos determinados por la Ley para realizar tales experticias, señalan como fecha de estructuración de la PCL aquella en la que se presentó el primer síntoma, sin embargo, para este tipo de enfermedades ello no corresponde a la realidad, debido a que esa calenda no es en la que la persona pierde de manera permanente y definitiva la capacidad laboral; motivo por el que estima la Corte, que al analizar cada caso en concreto se debe determinar con base en el material probatorio allegado al proceso, cual es la fecha en la que la persona con la enfermedad crónica degenerativa o congénita le resulta imposible seguir trabajando, pues es en ese momento en el que efectivamente se estructura la pérdida de la capacidad laboral.

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL
SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ 

AUDIENCIA PÚBLICA

SALUDO. BUEN DÍA

Hoy, ocho de noviembre de dos mil diecisiete, siendo las diez y quince minutos de la mañana, la Sala de Decisión Laboral Nº 2 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver el recurso de apelación interpuesto por la parte actora en contra de la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito el 26 de abril de 2017, así como el grado jurisdiccional de consulta de la misma, dentro del proceso que promueve el señor ELVER NARANJO MARTÍNEZ en contra de la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES, cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-002-2015-00264-01.
Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:

Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:

ANTECEDENTES

Pretende el señor Elver Naranjo Martínez que la justicia laboral declare que tiene derecho a que se le reconozca la pensión de invalidez y con base en ello aspira que se condene a la Administradora Colombiana de Pensiones a reconocer y pagar la prestación económica a partir del 13 de agosto de 1999, los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993, la indexación de las sumas reconocidas, lo que resulte probado extra y ultra petita y las costas procesales a su favor.
Subsidiariamente solicita que se declare que la fecha de estructuración de la pérdida de la capacidad laboral es el 31 de mayo de 2003 y en consecuencia se reconozca la prestación económica a partir de ese momento, así como las demás peticiones hechas anteriormente.

Refiere que: Nació el 10 de noviembre de 1971; el ISS por medio de la resolución Nº 0090 de 5 de febrero de 2005 le negó la pensión de invalidez por no tener la densidad de semanas exigidas para ello, a pesar de que en ese acto administrativo se reconoce que se le dictaminó una PCL del 72.05% de origen común y estructurada el 13 de agosto de 1999; el dictamen referenciado no se encuentra en su poder, motivo por el que se hizo valorar nuevamente ante la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda, quien determinó que su PCL era del 70.05% de origen común con fecha de estructuración 13 de agosto de 1999; en su historia laboral se evidencia que sus empleadores Unidad Administrativa El Lago y Wilson Osorio Moreno se encuentran en mora en el pago de las cotizaciones entre el mes de agosto de 1997 y el mes de septiembre de 1999; después de solicitar a Colpensiones que iniciara el proceso de cobro coactivo, la entidad le informó el 3 de julio de 2014 que el ciclo de julio de 1997 con el empleador Wilson Osorio, pero de los ciclos de cotización que van desde agosto de 1997 a septiembre de 1999 no se evidencian pagos de los empleadores; a pesar de sus limitaciones físicas, esto es, la ceguera que sufre, se vinculó laboralmente entre el 1º de julio de 2000 y el 31 de mayo de 2003.
Al dar respuesta a la demanda –fls.43 a 47- la Administradora Colombiana de Pensiones aceptó el contenido de la resolución Nº 0090 de 5 de febrero de 2005 y respecto a los demás hechos expresó que no le constaban. Se opuso a las pretensiones y formuló las excepciones de mérito que denominó “Inexistencia del derecho”, “Cobro de lo no debido”, “Improcedencia del reconocimiento de intereses moratorios”, “Buena fe” y “Prescripción”.

En sentencia de 26 de abril de 2017, la funcionaria de primer grado determinó que no había lugar a adicionar semanas a la historia laboral del demandante, en consideración a que él mismo en el interrogatorio de parte que absolvió dijo desconocer los supuestos empleadores con los que se reportaba mora en el pago de los aportes a pensión en los ciclos referidos en la demanda, lo que llevó a la falladora de primera instancia a absolver a Colpensiones de las pretensiones principales de la demanda, al encontrar que el actor no reunía la densidad de semanas exigidas para que se le reconociera la pensión de invalidez, a pesar de ser invalido bajo los presupuestos establecidos en el artículo 38 de la Ley 100 de 1993.
Posteriormente indicó que de acuerdo con la jurisprudencia constitucional, la pérdida de la capacidad laboral en el caso del accionante no se perdió en el momento en el que se estructuró su invalidez, sino cuando le fue imposible continuar trabajando en razón de la enfermedad crónica y degenerativa que padece, situación que aconteció el 31 de mayo de 2003, motivo por el que determinó que es esa la fecha que se debe tener en cuenta para establecer si él cumple con la densidad de semanas exigidas para acceder a la pensión de vejez; concluyendo en ese sentido que el actor cumple con las mismas, motivo por el que tiene derecho a que se le reconozca la pensión de invalidez a partir del 31 de mayo de 2003 en cuantía equivalente al salario mínimo legal mensual vigente y por 14 mesadas anuales.

Por lo expuesto y después de establecer que las obligaciones causadas con anterioridad al 19 de mayo de 2012 se encontraban prescritas, condenó a la Administradora Colombiana de Pensiones a reconocer y pagar un retroactivo pensional causado desde esa calenda y hasta el 31 de marzo de 2017, la suma de $43.090.387.

Absolvió a Colpensiones de las demás pretensiones, al considerar que en sede administrativa había obrado en estricto cumplimiento de la Ley.
Inconforme parcialmente con la decisión, el señor Elver Naranjo Martínez interpuso recurso de apelación manifestando que se condene a la entidad accionada a reconocer y pagar la indexación de las sumas reconocidas hasta la fecha de emisión de la sentencia y que con posterioridad se ordene el pago de los intereses moratorias a partir de la ejecutoria de la misma.

Al haber resultado condenada la Administradora Colombiana de Pensiones, dispuso también el grado jurisdiccional de consulta a su favor.

En este estado se corre traslado a los asistentes para que presenten sus alegatos.

Oídas las argumentaciones a esta Sala de Decisión le corresponde resolver los siguientes PROBLEMAS JURIDICOS:

¿Hay lugar a fijar como fecha de pérdida de la capacidad laboral del señor Elver Naranjo Martínez el 31 de mayo de 2003?

De conformidad con la respuesta al interrogante anterior ¿Tiene derecho el demandante a que se le reconozca la pensión de invalidez que reclama?

Con el propósito de dar solución al interrogante en el caso concreto, la Sala considera necesario precisar, los siguientes aspectos:

FECHA DE ESTRUCTURACIÓN DE LA PERDIDA DE LA CAPACIDAD LABORAL CUANDO SE TRATA DE ENFERMEDADES PROGRESIVAS.

Ha manifestado la Corte Constitucional por medio de la sentencia T-043 de 31 de enero de 2014 con ponencia del Magistrado Luis Ernesto Vargas Silva, que generalmente cuando se produce una pérdida de la capacidad laboral originada en un accidente o enfermedad de origen común o laboral, la fecha de estructuración coincide con la fecha de ocurrencia del hecho establecido en el dictamen de calificación médica; no obstante, advierte que existen casos en los que la fecha de la pérdida de la capacidad laboral es diferente a la fecha de estructuración en el dictamen de PCL; situación ésta que se presenta más precisamente en los eventos de personas que van perdiendo la capacidad laboral de manera progresiva y paulatina, es decir, en aquellos eventos en que se sufren de enfermedades crónicas degenerativas y congénitas. 

En estos casos, evidenció la Alta Magistratura, que las calificaciones de invalidez efectuadas por las juntas u organismos determinados por la Ley para realizar tales experticias, señalan como fecha de estructuración de la PCL aquella en la que se presentó el primer síntoma, sin embargo, para este tipo de enfermedades ello no corresponde a la realidad, debido a que esa calenda no es en la que la persona pierde de manera permanente y definitiva la capacidad laboral; motivo por el que estima la Corte, que al analizar cada caso en concreto se debe determinar con base en el material probatorio allegado al proceso, cual es la fecha en la que la persona con la enfermedad crónica degenerativa o congénita le resulta imposible seguir trabajando, pues es en ese momento en el que efectivamente se estructura la pérdida de la capacidad laboral.

EL CASO CONCRETO

En virtud al grado jurisdiccional de consulta dispuesto a favor de la Administradora Colombiana de Pensiones, se analizará si había lugar a modificar la fecha de pérdida de la capacidad laboral del señor Elver Naranjo Martínez, que en el sentir de la funcionaria de primer grado, obedeció a que él padece una enfermedad crónica y degenerativa.

En ese aspecto, sea lo primero manifestar, que en el expediente obran dos dictámenes emitidos por la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda los días 20 de diciembre de 2002 y 24 de abril de 2006 –fls.27 a 28 y 58 a 60-, en los que se determina que el señor Elver Naranjo Martínez tiene unos padecimientos de origen común que se estructuraron el 13 de agosto de 1999, difiriendo únicamente en al grado de pérdida de la capacidad laboral, pues en el primero de ellos se determina como tal el 72.05% y en el segundo el 70.05%.

Al analizar ambos dictámenes, en concordancia con la aclaración allegada por esa entidad el 13 de enero de 2017 ante requerimiento efectuado por el juzgado de conocimiento –fls.162 a 164-, se extraen las siguientes conclusiones.
1. El paciente presentó desprendimiento de retina del ojo izquierda en el año 1995, perdiendo la visión por ese ojo desde esa anualidad.

2. El 13 de agosto de 1999 el señor Naranjo Martínez presentó desprendimiento de retina del ojo izquierdo (ojo único en ese momento), diagnosticándose en consecuencia: i) Desprendimiento de retina ojo izquierdo, ii) Ptisis bulbi ojo derecho (globo ocular reducido de tamaño, de color blanquecino y no funcional) y iii) Declarado legalmente ciego.

Lo expuesto implica que después de haber sido declarado legalmente ciego el 13 de agosto de 1999, no había una patología concerniente con el sentido de la visión que pudiera hacer más gravosa su situación médica, esto es, improbable resultaba hablar a partir de ese momento, de una enfermedad degenerativa, progresiva o congénita que permitiera hacer el análisis bajo la perspectiva de la jurisprudencia de la Corte Constitucional.

En consecuencia, no era posible modificar la fecha de estructuración de la invalidez del actor, siendo del caso advertir que el hecho de que en la historia laboral allegada por Colpensiones –fls.132 y 133- se reporten cotizaciones al sistema general de pensiones entre el 1º de julio de 2000 y el 31 de mayo de 2003, no significa per se, que el demandante haya continuado activo laboralmente, es decir, que haya prestado servicios que impliquen que su capacidad laboral se mantuvo, máxime cuando el mismo señor Elver Naranjo Martínez le informa a la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda el 20 de diciembre de 2002, que su ocupación ha sido la de celador y que a pesar de que recibe salario, realmente no labora –fls.58 a 60-.
Así las cosas, al tenerse como fecha de estructuración de la invalidez el 13 de agosto de 1999, le correspondía al actor acreditar que para ese momento se encontraba activo como cotizante y de esa manera demostrar aportes a pensiones correspondientes a 26 semanas en cualquier tiempo para acceder al derecho que reclama, o de no estar activo en ese momento, tener cotizadas esa misma cantidad de semanas dentro del año inmediatamente anterior, no obstante, como se ve en la historia laboral –fls.132 y 133-; para el 13 de agosto de 1999, el señor Naranjo Martínez no se encontraba activo como cotizante y dentro del año inmediatamente anterior no registra semanas cotizadas, razones por las que no tiene derecho a la pensión de invalidez que reclama.
En el anterior orden de ideas, se revocará en su integridad la sentencia que por consulta se ha conocido, para en su lugar absolver a la entidad demandada de todas las pretensiones de la demanda.
Costas en ambas instancias a cargo de la parte actora en un 100%. 
En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral Nº 2 del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

RESUELVE
PRIMERO. REVOCAR EN SU INTEGRIDAD la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito, para en su lugar ABSOLVER a la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES de la totalidad de las pretensiones de la demanda.
SEGUNDO. CONDENAR en costas en ambas instancias a la parte actora en un 100%.
Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia se levanta y firma esta acta por las personas que en ella intervinieron.

Quienes Integran la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente
FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES         OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA
ALONSO GAVIRIA OCAMPO
Secretario
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